PROYECTO DE DECLARACION
La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires aprueba la siguiente 
DECLARACION
Esta Honorable Cámara vería con agrado que la  puesta en marcha de la Ley 13.298 que da forma al sistema de Promoción y Protección Integral de Derechos del Niño, Niña y Adolescente y las leyes 13634 y 13645 se crean los Fueros de Familia y el Penal Juvenil, sea la política prioritaria del estado Bonaerense, desde el aspecto de la atención de la niñez y la adolescencia, para el ejercicio 2009.

Priorizando, a tal fin, la asignación de recursos económicos a través de la incorporación de las partidas necesarias para dar cumplimiento de la normativa vigente, como así también la reasignación de recursos humanos y de infraestructura.
FUNDAMENTOS

Por la Ley 13.298 se creó, en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires, el sistema de Promoción y protección Integral de Derechos del Niño/Niña y Adolescentes que plantea la intervención de todas las áreas ante la complejidad de la problemática, de salud, educación, de inclusión social, laboral, etc. Que asegura el reencausar y recuperar una vida digna con posibilidad de desarrollo y restitución de derechos.

Las leyes 13634 y 13645 se crean los Fueros de Familia y el Fuero Penal Juvenil que juntas integran en la Provincia el paradigma de la protección integral, que tiene su marco nacional en la Convención sobre los derechos del Niño  y en la Ley 26.061 (Ley de Protección integral de los derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes), así como también en las Reglas de Beijing, Reglas de La Habana y Directrices de Ryad, todas de la Organización de las Naciones Unidas (ONU).

Estos fueros fueron concebidos sólo para judicializar aquellos conflictos jurídicos del derecho de familia  y de conflicto con la ley penal de todos los niños, niñas y adolescentes de la provincia, buscando diferenciar las problemáticas asistenciales de las penales, en un intento, aún no cumplido por falta de una plena ejecución de la normativa, por erradicar la judicialización de la pobreza y tendiendo a la protección integral de los derechos.

La competencia asistencial de los tribunales de menores, por imperio de la ley 13.298, corresponde a los Servicios Locales de Promoción y Protección de Derechos, desde donde cada comunidad, puede y debe delinear un plan de acción para promover y proteger los mismos. Aportando desde cada gobierno local la impronta que la situación particular del distrito requiera.

Siendo el reencausar y recuperar una vida digna con posibilidad de desarrollo la prioridad a la hora de generar herramientas que faciliten y contribuyan a la  restitución de derechos.

En ese marco el Ministerio de Desarrollo Humano mediante 3 Resoluciones y sus anexos reglamentó

La Nº 166/07 determina los servicios Zonales 16 zonales en la Provincia, que serán 25 el 1º de diciembre. Las Casa de abrigo (20) dependerán de los Servicios Zonales y funcionaran como lugares de alojamiento provisional de niños y jóvenes con conflictos familiares; se crean además 18 (coincide con los departamentos judiciales) Centros de referencia para atención ambulatoria de jóvenes con procesos penales.

La Res. Nº 171/07 reformula a la Subsecretaría de Minoridad en Subsecretaría de Promoción y Protección de Derechos del Niño; la Dirección Provincial de Asistencia a la Infancia y Adolescencia en Estrategia de Intervención Territorial y la Dirección de Hogares y ONGs en Programas Convivenciales. Regula sus funciones y competencias, así como también sobre prácticas de salud, el abrigo, el traslado de niños y el certificado de intervención de los Servicios de Promoción y Protección.

La Res. Nº 172/07 reformula competencias de la Subsecretaría de Promoción y Protección de Derechos respecto a las cuestiones de responsabilidad penal juvenil, convierte a la Dirección Provincial Tutelar en Unidad de Coordinación del Sistema de Responsabilidad Penal Juvenil; la Dirección de Institutos Penales en Medidas Alternativas, detalla los establecimientos para el cumplimiento de medidas judiciales (centros de recepción, de contención y cerrados) regula pautas para su ingreso y para los inimputables respecto a medidas de seguridad.

Diagnóstico de situación:
En la Pcia. De Buenos Aires, según estimaciones del Ministro de Desarrollo Social, Daniel Arroyo, hay 1.000.000 de chicos en situación de riesgo social, de estos, 400.000 jóvenes de 14 a 20 maños no estudian ni tienen trabajo.

Hoy el accionar de la Subsecretaría de Niñez y Adolescencia de la Provincia alcanza sólo a un cuarto de éstos, quedando 750.000 niños/niñas y adolescentes en situaciones criticas, de vulnerabilidad y sin la atención adecuada. El Presupuesto asignado para el año 2008 fue de 190.000.000 representando el 12.7% del total de lo asignado al Ministerio de Desarrollo Social de la Provincia.

En el diagnóstico, según los expedientes asistenciales, donde los niños son víctimas sobresalen las causas de violencias física y maltrato infantil, adicciones, abuso sexual y negligencia de los adul6tos en el tratamiento con los chicos.

El Fuero de Familia debía funcionar junto con el fuero de responsabilidad penal juvenil, pero fue anunciado que se demorará hasta el próximo año y que se realizará en forma gradual.

El fuero de responsabilidad Penal Juvenil funciona en menos del 50 % sobre un total de 134 distritos. De los 61 que lo instrumentaron no se ha logrado aún su aplicación completa y efectiva. 

La ley establece medidas alternativas que deben cumplirse en centros bajo tutela (de referencia, de contención, de recepción) de 120 equipos fijados como meta para este año, apenas se designaron 39.

Ante todo lo antes dicho, la ex funcionaria de la Subsecretaría de Promoción y protección de los derechos del niño aduce a las dificultades presupuestarias para poner en marcha plena la ley que no ha sido acompañada con la adecuación que necesariamente se debe hacer en el área, a saber: Adecuación de Recursos Humanos, Económicas y de infraestructura, lo que le ha impedido completar ninguna de las tres etapas del cronograma fijado por la corte.

A su vez el Gobernador Daniel Scioli insiste en bajar la edad punible y llevarla a los 14 años de edad en varios intentos de combatir el delito y la violencia social profundizando la vulnerabilidad de los niños, niñas y adolescente.

Es imperioso por lo tanto marcar prioridades y trabajar en ellas otorgando las herramientas necesarias en pos de la restitución de sus derechos, por lo que se solicita el acompañamiento de los Señores Legisladores a la presente iniciativa

